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Exp. 1875/2017

PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
EXPEDIENTE: 1875/2017
PARTE ACTORA: 

**********.
AUTORIDAD DEMANDADA:

PRESIDENTE MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS AUTORIDADES.
MAGISTRADA:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 

   
San Luis Potosí, San Luis Potosí, dos de octubre de dos mil dieciocho.    

Vistos para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 1875/2017, promovido por**********, contra actos del PRESIDENTE MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSI Y OTRAS AUTORIDADES; y,
R E S U L T A N D O:

I.- Por acuerdo de veintisiete de octubre de dos mil diecisiete, se admitió la demanda promovida por**********, respecto de las autoridades y los actos que enseguida se precisan:
"

I. Presidente Municipal de Soledad de Graciano Sánchez 

II. Secretario General del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez 

III. Director de Fuerzas Municipales del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez 

IV. Titular de Recursos Humanos del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez..."

De las mencionadas autoridades, la parte actora impugna lo siguiente:

"El cese y/o destitución de las funciones que venía desempeñando el suscrito, como Policía adscrito a la dirección de fuerzas municipales,..."

          II.- Substanciado el presente juicio en cada una de sus etapas, el diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho, se realizó la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito de demanda y contestación de la misma, señalando las pruebas documentales presentadas por las partes. Se hizo constar que se desechó la prueba testimonial conforme al proveído de veintinueve de agosto de dos mil dieciocho. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes. En período de alegatos se certificó que no se formularon éstos por las partes, razón por la que se dio por terminada la audiencia, se citó para resolver y se turnaron los autos a la Magistrada Instructora para formular el proyecto respectivo.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción XVII, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una determinación de baja de un miembro de una institución Policial del Municipio, perteneciente a esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- En primer término es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que de los escritos de contestación de demanda, por parte de las autoridades demandadas, se desprende que hacen valer la actualización de la improcedencia del juicio, atento a lo dispuesto en el artículo 228 fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra prevé lo siguiente:


ARTÍCULO 228. "Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 


...VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro;..."

En el caso justiciable, el acto impugnado consiste en: 

"El cese y/o destitución de las funciones que venía desempeñando el suscrito, como Policía adscrito a la dirección de fuerzas municipales,..."

Con el objeto de acreditar los extremos de la acción intentada en el presente juicio, la parte actora aportó los medios de prueba que se desprenden de su escrito inicial de demanda y que hizo consistir en los siguientes: 


1.- Testimonial con cargo a**********, la cual se desecha conforme a las razones legales vertidas por auto de veintinueve de agosto de dos mil dieciocho.


2.- Credencial expedida por la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, que lo acredita como Policía adscrito a la Dirección de Fuerzas Municipales, a nombre del actor, la cual consta a fojas 18 de los presentes autos.

3.- Dos recibos de nómina expedidos por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, a nombre del accionante, respecto de los períodos de pago que en los mismos se comprende, los cuales encuentran agregados a fojas 13 y 14 del presente expediente.

4.- Estado de cuenta a nombre del actor, de la Institución Bancaria denominada**********, del período del 01 de septiembre de 2017 al 27 de octubre de 2017, que obra a fojas 15 de los presentes autos.

De los medios de prueba reseñados, se desprende la acreditación del actor respecto del cargo como Policía adscrito a la Dirección de Fuerzas Municipales, de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, así como los pagos realizados en los períodos que se consignan en los recibos correspondientes, documentales con el valor probatorio que les confiere el artículo 72 fracción I del citado Código.

Con base en los medios de prueba ofrecidos por el accionante, es de señalarse en primer término, que con los mismos no se acredita de modo fehaciente la existencia del acto que se impugna consistente en el cese de que se duele, respecto de las funciones que venía desempeñando como Policía adscrito a la Dirección de Fuerzas Municipales, por parte del comandante y Titular del Departamento de Recursos Humanos, quien sin causa justificada argumento que lo cesaba porque recibió órdenes superiores para tal efecto; toda vez que, del cúmulo probatorio que aportó el actor en el presente procedimiento no se justifica debidamente dicho cese.

Ahora bien, las diversas autoridades demandadas al momento de producir su contestación de demanda, de manera uniforme manifestaron en lo conducente lo siguiente:
"...**********
...."

Como se ve, las autoridades demandadas niegan la baja de que se duele el actor, señalando que la terminación de la relación jurídica administrativa con el actor, se derivo a la presentación de la renuncia que fue presentada en la Dirección de Recursos Humanos el día 09 de octubre de 2017, para lo cual exhiben el documento relativo a la renuncia, cuyo original consta a fojas 42 de los presentes autos.

Ahora bien, conforme a lo expuesto por las autoridades demandadas, es necesario precisar la carga probatoria en el presente asunto, la cual en el caso concreto le corresponde a las autoridades demandadas, en virtud de que la actora de este juicio, atribuyó la baja de que fue objeto, de manera concreta por parte del comandante y Titular del Departamento de Recursos Humanos, quien sin causa justificada argumento que lo cesaba porque recibió órdenes superiores para tal efecto; por lo que aún y cuando dichas autoridades niegan el acto de que se duele la parte actora, aceptan que existió una relación administrativa, pero que la terminación de la relación jurídica administrativa con el actor, se derivo a la presentación de la renuncia que fue presentada en la Dirección de Recursos Humanos el día 09 de octubre de 2017; por tanto, en atención a lo previsto en el artículo 274 fracción I del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria a la ley de la materia,  corresponde a las demandadas, la carga de probar que el actor dejó de prestar sus servicios por una causa no imputable a ellas sino, en todo caso, al demandante en el presente asunto.

Sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia que enseguida se transcribe:

Época: Décima Época 

Registro: 2013078 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 166/2016 (10a.) 

Página: 1282 

CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. CUANDO LA AUTORIDAD DEMANDADA NIEGUE EL CESE DE UNO DE SUS INTEGRANTES, PERO AFIRME QUE ÉSTE FUE QUIEN DEJÓ DE ASISTIR A SUS LABORES, LE CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA, PORQUE LA NEGATIVA DE LO PRIMERO ENVUELVE LA AFIRMACIÓN DE LO SEGUNDO. Si la legislación contencioso administrativa establece que podrá aplicarse supletoriamente la codificación adjetiva civil, y ésta prevé el principio procesal de que quien niega un hecho sólo está obligado a probar cuando esa negativa envuelva la afirmación expresa de otro, debe estimarse que corresponde a la autoridad demandada la carga de probar cuando niegue el cese de un integrante de un cuerpo de seguridad pública, pero también afirme que fue éste quien dejó de asistir a sus labores, porque la negativa de lo primero envuelve la afirmación de lo segundo, pues implícitamente reconoce que hubo un abandono del servicio con las consecuencias jurídicas que ello ocasiona. En efecto, si la demandada no acepta que cesó al actor, pero reconoce que éste faltó sin motivo justificado a sus labores, la primera parte de esta contestación a la demanda en los casos en que se vierte simple y llanamente impide arrojarle la carga de la prueba, porque ello significaría una obligación desmedida e imposible de cumplir, al tratarse de un hecho negativo; sin embargo, la segunda aserción se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública. Consecuentemente, como negar la destitución del actor y enseguida atribuirle faltas injustificadas constituye la aceptación de que éste ya no presta sus servicios a la corporación, se está en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva, respectivamente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones.

En las relatadas condiciones, si las autoridades demandadas negaron haber dado de baja al actor, afirmando que fue el mismo quien dejo de prestar sus servicios, en virtud de haber renunciado de manera voluntaria, esto el día 09 de octubre de dos mil diecisiete, la negativa del acto no es simple sino calificada porque importa una afirmación, como en el caso concreto, luego entonces quien la produce sí se encuentra en la necesidad de justificarla. 

En el caso que nos ocupa, las diversas autoridades demandadas ofrecen como medio de prueba y convicción para justificar lo anterior, el escrito relativo a la renuncia realizada por parte del actor, **********, presentada en la Dirección de Recursos Humanos del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, cuyo original consta a fojas  42 del sumario en estudio.

Respecto de dicho documento (renuncia) las autoridades demandadas ofrecieron la prueba pericial en materia de caligrafía, documentoscopía y grafoscopía, a cargo del perito**********, en caso de objeción de la firma, versando dicha prueba sobre si la firma puesta en el documento de renuncia, corresponde a la plasmada de puño y letra del accionante.
En tal virtud, y toda vez que el actor formulo objeción respecto del documento relativo a la renuncia, con base en el escrito recepcionado en la oficialía de partes el dieciocho de diciembre de dos mil diecisiete, es por lo cual se realizó la prueba pericial correspondiente.

En tal sentido, el Perito nombrado por la autoridad demandada emite el dictamen respectivo, el cual vía audiencia de Ley ratifica en todas y cada una de sus partes el contenido y firma del citado dictamen (ver fojas 172 a la 185), y en el que se refiere en CONCLUSIÓN lo siguiente:

“…**********.…”

Así mismo, esta Sala Unitaria, asignó Perito a la parte actora, por las razones vertidas en el auto de treinta y uno de enero del año actual, por lo que ordenó la designación de un Perito en materia Caligráfica, Documentoscopía y Grafoscopía, a efecto de que emita el dictamen de la parte actora, con cargo a la**********, en tal virtud la Perito nombrado a la parte actora emite el dictamen respectivo, el cual vía audiencia de Ley ratifica en todas y cada una de sus partes el contenido y firma del citado dictamen (ver fojas 172 a la 185), y en el que se refiere en el apartado relativo a CONCLUSIONES, lo siguiente:

“…**********...."

Ahora bien, del resultado de las pruebas periciales reseñadas con antelación, se determina que justifican de manera fehaciente que la firma que calza el documento de renuncia, con fecha de recibido ante el Departamento de Recursos Humanos de Soledad de Graciano Sánchez, **********, corresponde  de manera efectiva al aquí actor, pues por lo que hace al resultado de los dictámenes periciales emitidos por ambos Peritos**********, fueron coincidentes al señalar que la firma que aparece en el escrito de renuncia corresponde a**********.


En las relatadas condiciones, se estima que las pruebas periciales reseñadas justifican de manera fehaciente que la firma que calza el multicitado documento corresponde al aquí actor, máxime que los peritos, son las personas autorizadas para opinar sobre la veracidad de las firmas y en el caso los peritos mencionados contaron con elementos necesarios para determinar, y establecer pericialmente si la firma fue efectivamente plasmada por la persona que se señala como suscriptor del documento, pues la prueba pericial grafoscópica, para alcanzar su eficacia jurídica total, requiere ser practicada sobre la base de más de una firma de cotejo, lo cual así se demuestra que fue realizada,  conforme a las firmas o rubricas del muestreo caligráfico que consta en los citados dictámenes periciales, señalándose el método utilizado, y realizando el estudio técnico correspondiente para al final concluir que la firma si corresponde al accionante.


Conforme a lo anterior, el documento privado fechado de recepción por parte del Departamento de Recursos Humanos de Soledad de Graciano Sánchez, **********, resulta eficaz para acreditar que el actor presentó su renuncia al cargo de Policía, en el Municipio señalado, en la fecha anotada, al existir certeza de que la firma que lo calza corresponde a**********, en virtud del resultado de los dictámenes periciales anotados. 


Por tanto, los dictámenes periciales emitidos por los Peritos**********, tienen valor probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En las relatadas condiciones, las autoridades demandadas a quienes les corresponde la carga probatoria para demostrar su aserción en el sentido de que el actor no fue dado de baja, sino que fue el propio actor quien dejo de prestar sus servicios, en virtud de haber renunciado de manera voluntaria, **********, justifican de manera fehaciente que el actor renunció en la fecha de referencia, por tanto la baja de que se duele el accionante, resulta inexistente.
En tal virtud, resulta innecesario analizar los conceptos de impugnación vertidos por el inconforme, máxime que en la especie, se actualiza la causa de sobreseimiento a que se refiere la fracción V del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, razón por la que la Magistrada Titular de esta Sala Unitaria determina que resulta procedente decretar el sobreseimiento del presente juicio

Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina que al acreditarse la causal de sobreseimiento mencionada, procede decretar el sobreseimiento de la presente causa acorde con lo dispuesto por la fracción V del artículo 229 de la citada Codificación legal, razón por la cual se considera innecesario el estudio de los demás argumentos planteados, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión. 

Por lo que con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1º, 2º, 7º, fracción XVII, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria, resulto competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Conforme a las consideraciones legales expuestas en el considerando segundo de esta resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio.  
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora; y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- .-(rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

